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TRIBUNAL SUPERIOR
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Aprobado según No. 634 del 30 de septiembre de 2010.
Radicación:
66001-60-00-035—2010-02945-01

Procesado:
Osman Alfonso Aricapa Herrera y Stiven Castro Becerra
Delito:

Hurto calificado y agravado

Procedencia:
Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas
ASUNTO:

La Corporación decide lo pertinente en relación con el recurso de apelación interpuesto por el defensor de los acusados Osman Alfonso Aricapa Herrera y Stiven Castro Becerra, contra la sentencia condenatoria de fecha 24 de agosto de 2010 proferida por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas.

ANTECEDENTES:

En horas de la mañana del pasado 4 de julio, en el sitio conocido como ‘Puente de la Romelia’ del área urbana de Dosquebradas, fueron retenidos por miembros de la Policía los sujetos Osman Alfonso Aricapa Herrera  y Stiven Castro Becerra, instantes posteriores al abordamiento que hicieron del ciudadano Alberto Antonio Rodas Tangarife, a quien luego de intimidarlo con arma cortopuzante, lo despojaron de la suma de dos mil pesos y de un reloj avaluado en setenta mil pesos.
Realizadas las audiencias concentradas de control de legalidad de la aprehensión, imputación e imposición de medida de aseguramiento, los imputados en forma libre, voluntaria, consciente y debidamente informados, hicieron manifestación de aceptación de los cargos formulados por hurto calificado y agravado, de manera que luego de verificado por el Juez de conocimiento tal hecho, en audiencia del 24 de agosto último se dio lectura al fallo que condenó a los acusados a la pena principal de nueve (9) meses y veintisiete (27) días de prisión para cada uno más la accesoria de rigor, y les negó la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena aflictiva de libertad, ante lo cual el defensor interpuso recurso de apelación.

DE LA IMPUGNACION:

El defensor – recurrente – 
Concretó la censura en la negativa de otorgarles la suspensión condicional de la ejecución de la sanción corporal, subrogado que invoca aduciendo las condiciones sociales, familiares, personales y la carencia de antecedentes penales de los sentenciados, quienes según su entender, no son personas peligrosas para la sociedad ni merecedoras de medida privativa de la libertad. Agregó que los establecimientos carcelarios no son medios idóneos para la rehabilitación de las personas y al contrario, son paradigmas de actos delincuenciales y donde la anhelada restauración social y moral no se da.

Adujo que sus prohijados están arrepentidos del hecho, la pena infligida es poca y existió una reparación integral a su víctima, por lo que depreca se suspenda en forma condicionada la ejecución de la condena, por reunirse las condiciones subjetivas y objetivas para ello.

La Fiscalía – no recurrente – 

Adujo falta de interés frente al recurso atacado y en consecuencia guardó silencio al respecto.
CONSIDERACIONES:

Competencia:

La Sala se encuentra habilitada para revisar la sentencia que ocupa su atención, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial determinantes de la competencia y lo estipulado por el numeral  primero del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, bajo cuya égida se impartió este trámite procesal.

Problema jurídico:

Guardando reciprocidad con el recurso, estudia la Sala lo relativo al subrogado de la condena de ejecución condicional como mecanismo sustituto de la pena privativa de la libertad, para decidir si mantiene la determinación del a quo o en su defecto, si los sentenciados se hacen merecedores de este beneficio.

SOLUCIÓN:

Lo discutido por quien se encarga de la defensa de los justiciables, corresponde a su pretensión de que se otorgue a los señores Aricapa Herrera y Castro Becerra el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena corporal que les fuera fulminada, para lo cual se ampara no sólo en los presupuestos objetivos, sino que acude a la personalidad de aquellos, para señalar que no poseen antecedentes, que no son personas peligrosas para la sociedad y que han mostrado su arrepentimiento por el hecho cometido, como también indemnizaron a su víctima.

Frente a situaciones de este talante, ha sido postura reiterada de esta Cédula Judicial, que la imposición de una pena aflictiva de la libertad y su cumplimiento corresponden al medio coercitivo que se ejerce sobre el individuo, como consecuencia de una conducta descontextualizada, que ha vulnerado un bien legalmente protegido, es decir, la sanción deviene como consecuencia jurídica inmersa en la misma norma del estatuto penal que ha sido violentada.

Tal como lo consagra el artículo 63 del Código Penal, dos son los presupuestos que se deben acreditar para otorgar al sentenciado el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena; el primero de ellos es un factor objetivo, determinado por un quantum punitivo, en tanto que el segundo es de orden subjetivo y tiene que ver con la personalidad del sujeto pasivo de la acción como también con la gravedad y modalidad de la conducta por la cual ha sido vencido en juicio.

Incuestionable es que el primero de los requisitos se cumple, toda vez que la sanción aflictiva de la libertad impuesta a los señores Aricapa y Castro es muy inferior al tope establecido en la regla antes citada. Sin embargo la Sala comparte la apreciación de la falladora a quo cuando sostiene que los justiciables cometieron un grave atentado contra el patrimonio de un ciudadano inerme, a lo cual se puede agregar la carencia absoluta de los más elementales valores y principios que orientan una sociedad, cuando ejercieron una conducta que atentó no solo contra la propiedad, sino también contra la vida y la integridad física de su víctima, con la única finalidad de despojarla de un bien material, ya que exhibieron un elemento cortopunzante que a su vez se utiliza como arma, con el cual se ejerció una grave amenaza de daño en la integridad del desprevenido transeúnte.
Una apreciación de orden subjetivo debe estar cimentada sobre una inferencia lógica y no como lo invoca el defensor sobre la base de un discurso especulativo, porque es diferente aquél delito famélico o el que se realice bajo circunstancias atenuantes de responsabilidad, que en este caso brillan por su ausencia, a un comportamiento como el atribuido a los aquí implicados, el cual sin lugar a dudas ocasiona una gran conmoción en la comunidad, tanto así que fue esta la que solicitó de los policiales su protección. Por ello se concluye que los sentenciados deben recibir tratamiento penitenciario en aras de procurar la resocialización, si es que en verdad han razonado sobre su arrepentimiento frente a la conducta desplegada, contrición que no se reduce a la reparación del perjuicio irrogado.

Aprecia la Corporación que los acusados prestaron colaboración para con la justicia, no solo por la aceptación de cargos, sino con el resarcimiento del daño a la víctima, pero ello precisamente arrojó como contraprestación en su favor el resultado consistente en una jugosa diminuente punitiva que determinó el juzgado de instancia.

Y aunque estos fenómenos postdelictuales podrían ser considerados también para estudiar la viabilidad de otorgarles el beneficio que en su favor se implora, no puede dárseles tal alcance en este singular episodio, habida cuenta que la acción ejecutada sin lugar a dudas ocasiona especial alarma social y los exhibe como personas necesitadas de continuar su tratamiento carcelario. Por lo demás no puede pasar inadvertido que Aricapa Herrera no es la primera vez que incurre en este tipo de conductas, tal como consta a folio 2.

En tal orden de ideas, como la determinación impugnada se advierte ajustada a los lineamientos procesales y probatorios,  merece su ratificación.

DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia, en nombre de la Republica y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE:

Confirmar la sentencia condenatoria materia de estudio, en cuanto fue motivo de impugnación. 

Ésta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de Casación, que de interponerse, debe hacerse dentro del término legal.

COPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado
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